STJSL-S.J. – S.D. Nº 120/20.-

--En la Provincia de San Luis, a dieciséis días del mes de octubre de dos mil veinte, se reúnen en Audiencia Pública las Señoras Ministros Dras. LILIA ANA NOVILLO, ANDREA CAROLINA MONTE RISO y CECILIA CHADA - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “FERNÁNDEZ PEDRO ALEJANDRO c/ DEPASCUALE VICENTE MARIO s/ COBRO DE PESOS - LABORAL - RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD y CASACIÓN” - IURIX EXP Nº 270529/14.

Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dras. ANDREA CAROLINA MONTE RISO, CECILIA CHADA y LILIA ANA NOVILLO.

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión del Tribunal son:

I) ¿Es procedente el recurso de inconstitucionalidad planteado?

II) En su caso, ¿qué resolución corresponde dictar?

III) ¿Cuál sobre costas?

IV) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación?

V) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C?

VI) En caso afirmativo de la cuestión anterior, ¿cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

VII) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

VIII) ¿Cuál sobre las costas?

CONSIDERACIONES COMUNES A AMBOS RECURSOS: Que la presente causa se inicia con la demanda laboral deducida por el Sr. Pedro Fernández en contra del Sr. Vicente Mario donde reclama los siguientes rubros: 28 días Enero/14, SAC 2do semestre/13, prop./14, diferencias, preaviso, antigüedad, integración mes de despido, VAC prop./13/14, art. 80 LCT, art. 8 y 15 Ley 24013, art. 1 y 2 Ley 25323 y art. 9 Ley 24013.
Que mediante sentencia N° 136/2018, de fecha 24 de julio de 2018 (actuación N° 9617630), la Sra. Juez de Primera Instancia hace lugar parcialmente a la demanda aplicando el art. 9 de la LCT.

Que apelada la misma por la accionada, la Cámara Civil, Comercial, Minas y Laboral Nº 2 de la Primera Circunscripción Judicial por sentencia N° 20/2019, de fecha 11/03/19 (actuación N° 11093911), revoca la sentencia de Primera Instancia y rechaza la acción incoada.

Ante la misma se presenta la parte actora e interpone Recurso Extraordinario de Inconstitucionalidad por sentencia arbitraria y Recurso de Casación.

A LA PRIMERA CUESTIÓN, la Dra. ANDREA CAROLINA MONTE RISO, dijo: 1) Que por Auto Interlocutorio STJSL – S.J. – S.I. N° 410/19 (25/10/19 – actuación N° 12828761) se hizo lugar al Recurso de Queja deducido por la actora y en consecuencia se concedió el Recurso Extraordinario de Inconstitucionalidad interpuesto en fecha 27/03/19 mediante ESCEXT 11245236 en contra de la Sentencia Definitiva R.R.LABORAL Nº 20/2019 de fecha once de marzo de dos mil diecinueve, fundado en la causal no reglada de arbitrariedad de sentencia, como así también en la causal reglada establecida por el art. 798 y concordantes del CPC y C, por la violación de derechos y garantías constitucionales tales como las consagradas en el art. 14 bis. (al trabajo en sus diversas formas gozará de la protección de las leyes) en el artículo 17 (la propiedad es inviolable, y ningún habitante de la Nación puede ser privado de ella, sino en virtud de sentencia fundada en ley), artículo 18 (es inviolable la defensa en juicio de la persona y de los derechos, garantía del debido proceso, deber de ser notificado, derecho a ofrecer y producir prueba), artículo 75. Inc. 22 (artículos 8, 21 y 25 C.A.D.H.) de la Constitución Nacional, solicitando que en atención a las consideraciones de hecho y de derecho que de seguido expone, al momento de resolver se conceda el mismo y le imprima el correspondiente trámite de ley.

Que luego de referirse al cumplimiento de los requisitos formales propios del recurso, bajo el punto IV.- ARBITRARIEDAD DE LA SENTENCIA EN EL CASO CONCRETO. Punto IV.1.- Sentencia contradictoria. Expresa que, el principal argumento de la arbitrariedad de la sentencia emitida por la Excma. Cámara de Apelaciones, que revocó la sentencia del Juez de primera instancia, es el hecho de que la misma es contradictoria.

Que la Magistrada preopinante luego de mencionar en innumerables parágrafos de su voto que se ha reconocido que el actor prestaba servicios para el demandado, arriba a la conclusión que el hecho de la prestación de servicios no está acreditado.

Que la sentencia está fundada en una conclusión falsa, porque el demandado en su primer escrito, y luego sus testigos en las declaraciones, reconocieron que el Sr. Fernández era chofer, o “prestaba servicios de chofer” que es lo mismo. Por lo que considera que el primer argumento dado por la sentencia hace que esta deba declararse arbitraria, porque parte de una premisa falsa.

Sostiene que la magistrado miente cuando dice que no se ha verificado la prestación de servicios cuando tanto demandado como sus testigos lo reconocieron, constancias que fueron recogidas luego en el voto de la magistrada preopinante.

En el punto IV.2.- Sentencia contradictoria con su propia jurisprudencia. Expone que, a lo largo del voto de la Dra. Estela Inés Bustos, se puede observar que primero parte de la base que la prestación de servicios no está probada (circunstancia que ya demostramos que es falsa) y luego, de que este argumento se caería a pedazos en este recurso, porque recurre a la tesis restringida de la interpretación del art. 23 LCT. Lo que a su entender resulta realmente curioso y llamativo ya que en el único caso en el que la Dra. Bustos ha aplicado la tesis restringida de interpretación del art. 23 LCT es en este, y parece que lo ha hecho con el sólo objeto de rechazar arbitrariamente la demanda.

Señala que tal como puede apreciarse en autos "ZABALETA MIGUEL ÁNGEL c/ SOSA ROMAN LEANDRO s/ TRABAJO NO REGISTRADO DESPIDO INDIRECTO.384." R.L. LABORAL Nº 25/2019, EXP 297821/16 en fecha dieciocho de marzo de dos mil diecinueve (tan sólo siete días después de dictado el fallo que se impugna) aplicó la tesis amplia adhiriendo al voto de la Dra. Mónica Beatriz Ponce de Xacur y advierte que, de este voto, se desprende que tanto antes, como después de Fernández, la Excma. Cámara de Apelaciones aplicaba y aplica la tesis amplia en materia de interpretación del art. 23 LCT. 

Agrega que en autos "DARACT LUIS EDUARDO c/ CENTRO DE GANADEROS ALTO BLANCO s/ COBRO DE PESOS - LABORAL...DOC. Nº 5137 -" R.L. LABORAL Nº 31/2019, EXP 247056/12, de fecha veinticinco de marzo de dos mil diecinueve, es la propia Dra. Bustos la que con su voto y con un copio y pegue de la sentencia anterior, vuelve a adherir a la tesis amplia en materia de interpretación del art. 23 LCT 
Considera que, de esta forma discriminatoria de aplicar la tesis restringida, cuando antes y después de este fallo siempre se aplicó la tesis amplia sino resulta una “parcialidad manifiesta”, al menos el hecho de cambiar de criterio de interpretación sólo para resolver el caso de Fernández es arbitrario y echa por tierra la norma que determina la igualdad de las partes en el proceso, y confronta seriamente el principio de seguridad jurídica.

En el punto IV.3.- Sentencia arbitraria por prescindir del texto legal aplicable. IV.3.1.- Aplicación del art. 23 LCT. Manifiesta que a los efectos de analizar la errónea aplicación e interpretación del art. 23 LCT resulta menester remitirse a cuestiones de hecho y de prueba, y que antes de ingresar en el análisis de la norma es importante destacar que “la prestación de servicio” no ha sido un hecho controvertido en este proceso, toda vez que la demandada ha reconocido en el intercambio epistolar y durante la tramitación del proceso que los unía un contrato de alquiler por porcentaje de vehículo de transporte público.

Punto seguido, expone sobre las grandes discusiones que presenta el derecho laboral en lo referido a la interpretación del art. 23 de la LCT y afirma que la Dra. Estela Inés Bustos, sólo para resolver este caso (ya que para los restantes como se probará aplicó la tesis amplia) adhiere a la tesis restringida en torno a la interpretación de la norma en análisis.

Agrega que una postura interpretativa como la que postula la tesis restringida contrasta con reglas interpretativas propias del derecho del trabajo, entre ellos, la regla in dubio pro operario (art. 9 de la LCT) derivada como corolario lógico del principio protectorio (art. 14 bis de la Constitución Nacional). Que una tesis como la tesis restringida, importa asentir un estado de “no duda”, ya que, si hubiere duda, debería estarse, en la apreciación del caso, ante la interpretación más favorable al trabajador (que es la que postula la teoría amplia). Y si se estuviese ante un estado de “no duda” perdería toda razón de ser la presunción legal. No tendría ningún sentido la regulación legal ni la existencia del art. 23 de la LCT.

Alega que el actor ha cumplido acabadamente con lo que “hipotéticamente” le exigía la norma legal y ha acreditado en los términos del arts. 4, 5, 21 y 22 LCT la dependencia laboral, subordinación técnica, económica y jurídica. 
Afirma que la prestación de servicios ha quedado probada, no sólo por el reconocimiento de la demandada, sino por lo que expresan los testigos “vivenciales” y no de “oído” como expresa la contraria. Que se ha probado que el vehículo herramienta y medio de trabajo que utilizaba Fernández, era de propiedad del demandado; también se encuentra probado que el accionado tenía más de un chofer a su cargo, exteriorizándose así otro de los caracteres del contrato de trabajo, que es la ajenidad y la organización empresaria del demandado.

Señala que es que la Dra. Estela Inés Bustos, con su fallo, quien está favoreciendo una defraudación impositiva, ya que reconocido que existía un contrato de locación de vehículo, el Sr. Depascuale debió acompañar las facturas que emitió como comprobante de los pagos realizados, es decir que obtenía ganancias en negro, y la Juez conociendo esta defraudación se queda callada.

Advierte que el estudio de los alcances y características de la presunción del art. 23 de la LCT adquiere especial relevancia en torno al examen del contrato de servicios. Que en ambos casos (contrato de trabajo y contrato de servicios) habrá una prestación de tareas. La existencia de un contrato de trabajo (el trabajo en relación de dependencia) es presumida cuando se está ante el hecho de la prestación de servicios de una persona humana, pero que aplicando la tesis amplia, probado el “hecho de la prestación de servicios”, como siempre lo ha hecho la Dra. Estela Inés Bustos (salvo en este caso) se vuelven operativas otras normas que la magistrado ha omitido aplicar, el art. 82 CPL como así también los arts. 9, 14, 23, 55 LCT, art. 59 CP, que omito transcribir por honor a la brevedad, pero que son normas que ponen la carga de la prueba en cabeza del empleador.

Bajo el punto IV.3.2.- Omisión de aplicar el art. 210 CP, art. 3 CCCN, arts. 23 y 109 CPL, arts. 34.4, 163 y 164 CPC. Sostiene que se ha omitido el deber de efectuar la subsunción jurídica, esto es, la adecuación de los hechos alegados al derecho vigente y con ello evidentemente ha omitido la aplicación de un cúmulo de normas que le obligan a fundar su sentencia “en derecho”, tales como el art. 210 de la Constitución de la Provincia, el art. 3 del Código Civil y Comercial de la Nación, los arts. 23 y 109 del Código de Procedimiento Laboral y los arts. 34.4, 163 y 164 del Código de Procedimiento Civil y Comercial de la Provincia, ya que de la simple lectura de la sentencia impartida por la Excma. Cámara de Apelaciones, la misma en resumen se ha limitado a revocar la sentencia dictada en primera instancia sosteniendo que: “(...) En el caso sub-examen no existe elemento probatorio alguno que acredite fehacientemente que existió un contrato laboral entre las partes con las notas tipificantes referidas ut-supra y con las características invocadas por la parte actora en su demanda. Descartada la existencia de un contrato de trabajo entre las partes al receptarse este agravio ello determina el rechazo de la demanda, resultando inoficioso pronunciarse respecto a los restantes agravios .(...)”
Concluye que la arbitrariedad consiste en el hecho que la juez de grado ha desconocido la prestación de servicios que ha sido reconocida por el demandado y por ella misma, resultando contradictoria. Que adhirió a la tesis restringida de interpretación del art. 23 LCT en contra de su propia jurisprudencia, resultando nuevamente contradictoria y que, sin perjuicio de ello, deja a su mandante sin posibilidad de acudir a las presunciones legales que en virtud del art. 14 bis CN la ley pone en su favor, como los arts. 9 y 55 LCT o el art. 82 CPL.

Que se viola el derecho a someterse a un juez independiente e imparcial, toda vez que como ha quedado demostrado, la Dra. Estela Inés Bustos, ha aplicado la tesis restringida solo para el Sr. Fernández. Luego, lesiona el art. 14 bis. CN al olvidarse que el trabajador es sujeto de preferente tutela constitucional, y a la protección contra el despido arbitrario. Que violenta el art. 59 CP al poner toda la prueba a cargo del trabajador, liberando al empleador de acreditar los extremos invocados en su demanda. Violenta el art. 16 CN toda vez que desequilibra la balanza en favor del empleador, lesionando el derecho a la igualdad de las partes.

2) Que, ordenado el traslado de rigor, la contraria contesta el mismo (21/04/19 ESCEXT N° 11424315). En dicha oportunidad manifiesta que se limitó a invocar y reproducir citas doctrinarias, que son insuficientes y solo demuestran un descontento con lo resuelto; considera esta parte que la resolución atacada, resulta suficientemente fundada, con antecedentes jurisprudenciales, y detalles del espíritu de la ley.

Sostiene que los fundamentos del resolutorio son claros, y los agravios esgrimidos por el recurrente carecen de sustento y revelan más bien, una mera discrepancia con la valoración realizada por el A quem, que la alegada arbitrariedad. Que la citada sentencia definitiva aparece ajustada a derecho, debiendo no admitirse el remedio recursivo interpuesto.

Alega que nunca se reconoció que el actor prestara servicios para esta parte como aduce el mismo, muy por el contrario, dicha situación se desconoció por falsa desde un primer momento y a lo largo de toda la sustanciación de la causa, y así quedo fehacientemente demostrado. Aunque la parte actora no esté conforme con el resultado del pleito, no se configuran los presupuestos que hacen a una relación laboral, ya que la misma no existe ni existió nunca.

3) Que en fecha 24/06/20, mediante actuación N° 14220307, emite su dictamen el Sr. Procurador General subrogante, el cual advierte que, aunque la argumentación de la sentencia refiere a los alcances de la interpretación de la presunción del art. 23 LCT, y dice que opta por la tesis restrictiva; se descarta la existencia de la relación laboral, con detalle de la prueba valorada, No se deriva, a criterio de la Procuración, la arbitrariedad denunciada, ya que, tal se ha sostenido, la arbitrariedad de la resolución debe evidenciarse con una claridad tal, que permita su descalificación como acto jurisdiccionalmente válido y propicia el rechazo del recurso.
4) Que, ya entrando en estudio de la cuestión planteada y a fin de analizar la procedencia del recurso en examen debe tenerse presente que, si bien ha sido concedido por este Alto Tribunal al hacer lugar a la queja, lo ha sido “por la causal no reglada de arbitrariedad de sentencia, sin perjuicio de lo que se resuelva en oportunidad de la sentencia definitiva”, ello a los fines de garantizar el acceso a una tutela judicial efectiva.

Sentado lo anterior, se procederá entonces a examinar si el resolutorio atacado por esta vía, encuadra dentro de algunas de las causales de arbitrariedad, como sostiene el recurrente.

Pues es sabido que la doctrina de la arbitrariedad exige, como fundamento de su instituto, que la resolución que se impugna padezca de alguna de las causales de arbitrariedad, con la virtualidad suficiente para afectar el decisorio en una medida tal que impida que se lo considere como acto judicial válido.

A su vez resulta necesario que la interpretación de tal concepto se realice restrictivamente, conforme los lineamientos dados por la C.S.J.N. y seguidos por este Cuerpo. Así, no cualquier error o equivocación, desacierto u omisión, configuran el extremo necesario para que la decisión del Juez deba ser descartada como acto judicial válido (Cfr. De Santo "Tratado de los Recursos", Ed. Universidad, t. II, p. 319 y siguientes).

También debe tenerse presente que, para que se dé la arbitrariedad de la sentencia, ésta debe estar fundada en la mera voluntad de los jueces, es decir que no sea una derivación razonada del derecho vigente con particular referencia a las circunstancias comprobadas de la causa.

Que, en el caso de autos, el recurrente se agravia por cuanto sostiene que la sentencia de Cámara resulta arbitraria por considerar que no se encuentra acreditada la relación laboral y por aplicar la tesis de interpretación restrictiva del art. 23 LCT y cuestiona la valoración de la prueba realizada por la alzada.

Al respecto, entiendo que de la sentencia impugnada no surge una apreciación irrazonable de los hechos y las pruebas de la causa, pues han sido debidamente analizados, tanto las ofrecidas por la parte actora como las de la demandada.

En efecto, del análisis efectuado por la sentenciante considera que la prueba testimonial ofrecida por la actora para acreditar la existencia de la relación laboral, tal como pretende en el escrito inicial, resulta insuficiente, ya que de la misma surgen respuestas genéricas e imprecisas por lo que no puede operar la presunción del art. 23 de la LCT.

Cotejadas las constancias de la causa, se advierte que la valoración realizada por la Excma. Cámara no presenta el vicio invocado, toda vez que la sentencia atacada no evidencia desacierto u omisión que configure el extremo necesario para ser tachada de arbitraria, pues sabido es que al juzgador le corresponde encuadrar jurídicamente los hechos expuestos por la parte, al margen de las calificaciones que formulen los litigantes. En atención a ello se observa, atento a lo manifestado, que la sentencia impugnada no ha vulnerado derechos del impugnante y aparece ajustada a derecho, contando con fundamentos suficientes, lo que impide que sea descalificada por arbitraria.

Repárese que no resulta arbitrario un pronunciamiento cuando cuenta con un mínimo de fundamentación, cualquiera sea la solución normativa a la que se arribe. La Suprema Corte, en casos similares ha sostenido que no se advierte arbitrariedad cuando “...el error en la apreciación de la ley o en la estimación de las pruebas traídas al juicio, sea cual fuere su gravedad, no hace arbitraria una sentencia en el sentido propio y estricto de la expresión, porque la existencia de error es por sí solo demostrativa de que el pronunciamiento no se ha desentendido de la ley y de la prueba...” (207:72).

De acuerdo a lo expuesto, no puede sostenerse que el pronunciamiento que se ataca por el Recurso Extraordinario en examen esté desprovisto de todo fundamento o emitido en contradicción con las constancias de la causa, no surgiendo violación alguna a precepto constitucional y/o legal que habilite al Tribunal disponer la anulación del decisorio impugnado en esta vía recursiva, ya que la mera discrepancia del recurrente con lo resuelto no necesariamente implica arbitrariedad.
En efecto, la parte actora alega que se ha dejado de aplicar la presunción del art. 23 de la LCT, referida a que el hecho de la prestación de servicios hace presumir la existencia de un contrato de trabajo y lo que cuestiona puntualmente es la apreciación probatoria que efectuó la Cámara. Sin embargo, la Excma. Cámara, en el fallo impugnado revocó la sentencia de primera instancia, que había hecho lugar parcialmente a la demanda, al considerar que, conforme la prueba rendida en autos, la relación laboral no ha sido acreditada. Es notorio que el fallo destaca la falta de prueba del actor de la relación laboral.

Respecto de la presunción contenida en el art. 23 de la Ley de Contrato de Trabajo, se trata de una presunción iuris tantum, es decir que, si bien dicha norma crea una presunción a favor del trabajador, en el sentido de que la sola prestación de tareas hace presumir la existencia del contrato de trabajo, está a cargo del accionante demostrar el cumplimiento efectivo de la prestación durante todo el período reclamado, máxime cuando ello ha sido expresamente desconocido por el demandado.

En este caso, la Excma. Cámara ha considerado que de las pruebas rendidas en la causa tienen la suficiente entidad para desvirtuar dicha presunción. 

Al respecto, la jurisprudencia ha dicho que: “La presunción iuris tantum que emana del art. 23, LCT, no puede llevar a soslayar los elementos obrantes en la causa, que deberán ser analizados conforme al principio de adquisición procesal en virtud del cual cualquiera que sea la procedencia de las probanzas que obran en el expediente, su valoración por los jueces de mérito es siempre conducente, y pueden perjudicar o favorecer indistintamente a las partes, inclusiva a aquélla que la solicitó o la ofreció.” (Del voto del Dr. Negri.) (Leiva, Osvaldo A. vs. Eduardo Ruesta S.A.C.I.F.I.A. s. Despido /// Suprema Corte de Justicia, Buenos Aires; 24-may-2006; Rubinzal Online; RC J 1843/06, en http://www.rubinzalonline.com.ar/index.php?m=jurisprudencia&c=jurisprudencia&a=jurisprudencia - acceso 01/07/16). 

De lo expuesto surge que, en definitiva, el recurso se funda en la mera discrepancia con la valoración y apreciación de la prueba realizada por los Sres. Camaristas en ejercicio del art. 386 del CPC y C., y no procura definir la arbitrariedad intentada.

Por lo expuesto, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la NEGATIVA.
Las Señoras Ministros, Dras. CECILIA CHADA y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. ANDREA CAROLINA MONTE RISO y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.
A LA SEGUNDA CUESTIÓN, la Dra. ANDREA CAROLINA MONTE RISO, dijo: Atento como se ha votado la cuestión anterior, corresponde rechazar el recurso interpuesto. ASÍ LO VOTO.
Las Señoras Ministros, Dras. CECILIA CHADA y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. ANDREA CAROLINA MONTE RISO y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.
A LA TERCERA CUESTIÓN, la Dra. ANDREA CAROLINA MONTE RISO, dijo: Costas a la recurrente vencida. ASÍ LO VOTO.
Las Señoras Ministros, Dras. CECILIA CHADA y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. ANDREA CAROLINA MONTE RISO y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.
A LA CUARTA CUESTIÓN, la Dra. ANDREA CAROLINA MONTE RISO, dijo: 1) Que en fecha 18/03/19, mediante ESCEXT N° 11161640, se presenta la parte actora e interpone formal recurso de casación en contra de la sentencia R.L.Laboral N° 20/2019 de fecha 11/03/19 y que fuera dictada por la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Minas N° 2 de la Primera Circunscripción Judicial.
Que en fecha 27/03/19, mediante ESCEXT N° 11244747, acompaña los fundamentos del mismo.

Ordenado el traslado de rigor, en fecha 21/04/19, mediante ESCEXT N° 11424313, la contraria contesta el mismo y solicita su rechazo.

Que en fecha 13/08/19, mediante actuación N° 12227879, el Sr. Procurador General emite su dictamen donde propicia el rechazo del recurso.

2) Que, analizadas las constancias de autos, se observa que el presente recurso ha sido interpuesto y fundado en término, ataca una sentencia definitiva, y el recurrente se encuentra exento de abonar el correspondiente depósito judicial. (Cfr. art. 290 del CPC y C).  

En consecuencia, debe considerarse en este estudio preliminar y en mérito a lo dispuesto por el inc. a) del art. 301 del código de rito, que el recurso articulado deviene formalmente procedente. 

Por ello, VOTO a esta CUARTA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.
Las Señoras Ministros, Dras. CECILIA CHADA y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. ANDREA CAROLINA MONTE RISO y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.
A LA QUINTA y SEXTA CUESTIÓN, la Dra. ANDREA CAROLINA MONTE RISO, dijo: 1) Que en fecha 27/03/19, mediante ESCEXT N° 11244747, acompaña los fundamentos del recurso donde manifiesta que el recurso se funda en las causales regladas en los incisos a), b) y c) del art. 287 CPC y C.
Bajo el punto III.1.- CUANDO SE HUBIERA DEJADO DE APLICAR LA NORMA QUE CORRESPONDIERE (art. 287 inc. a CPC y C). Punto III.1.1.- Omisión de aplicar el art. 210 CP, art. 3 CCCN, arts. 23 y 109 CPL, arts. 34.4, 163 y 164 CPC. Manifiesta que tal como surge de la sentencia impugnada se ha omitido el deber de efectuar la subsunción jurídica, esto es, la adecuación de los hechos alegados al derecho vigente y con ello evidentemente ha omitido la aplicación de un cúmulo de normas que le obligan a fundar su sentencia “en derecho”, tales como el art. 210 de la Constitución de la Provincia, el art. 3 del Código Civil y Comercial de la Nación, los arts. 23 y 109 del Código de Procedimiento Laboral y los arts. 34.4, 163 y 164 del Código de Procedimiento Civil y Comercial de la Provincia.

Expresa que, de la simple lectura de la sentencia impartida por la Excma. Cámara de Apelaciones, la misma en resumen se ha limitado a revocar la sentencia dictada en primera instancia y que los magistrados estaban obligados a encuadrar y/o adecuar el caso en alguna norma legal, tal como exigen los arts. 210 CP, 3 CCCN, 23 y 109 CPL 34.4, 163 y 164 CPC, lo cual han omitido.

Sostiene que, ante la omisión, por parte de la Cámara de la aplicación de las normas imperativas reseñadas, la sentencia dictada no puede más que ser nula.

Bajo el punto III.1.2.- Omisión de aplicar el art. 34 inc. 5. C) Código de Procedimiento Civil y Comercial, art. 16 y 75 inc. 22 Constitución Nacional, en especial art. 10 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, art. 8.1. de la Convención Americana sobre los Derechos del Hombre, art. 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, expone que del voto de la Dra. Estela Inés Bustos surge una duda más que razonable que la misma ha omitido su deber de fallar de forma independiente e imparcial, omitiendo así la aplicación de las normas señaladas.

Alega que resulta realmente curioso y llamativo que en el único caso en el que la Dra. Bustos ha aplicado la tesis restringida de interpretación del art. 23 LCT es en este, y parece que lo ha hecho con el sólo objeto de rechazar arbitrariamente la demanda.

Considera que el Tribunal en la sentencia que se impugna  incurre en un error esencial, que no es otro, que no efectuar ningún tipo de subsunción legal y que el mismo error comete la demandada, quien independiente de ir en contra de sus propios actos (en sus misivas niega que conoce a la actora y en la demanda sostiene que existía una suerte de vinculación), en su defensa (contestación de demanda y recurso de apelación) omite fundar en norma alguna la supuesta incompatibilidad entre la actividad de la actora y la subordinación.

Que existe un error grave por parte de la Juez votante, Dra. Estela Inés Bustos, quien luego de reconocer que el “hecho de prestación de servicios” estaba probado y acreditado, por expreso reconocimiento del demandado en el parágrafo 17º del punto II.- de su voto afirma: “Lo cierto es que ambas posturas doctrinarias, esto es, la tesis amplia y la tesis restringida aluden a la prestación de servicios” extremo éste que no se ha verificado en el caso sub-examen, conforme correspondía”.

Alega que partiendo de una premisa equivocada (que no está probada la prestación de servicios) analiza y sentencia erróneamente y que de esta manera la Excma. Cámara omite la aplicación de los arts. 4, 5, 21, 22, 23, 55 LCT, y la presunción del art. 83 CPL que explican con claridad meridiana cuándo, cómo y por qué debe tenerse por acreditado un contrato de trabajo.

Bajo el punto III.2.- CUANDO SE HUBIERA INTERPRETADO ERRÓNEAMENTE UNA NORMA LEGAL (art. 287 inc. b CPC y C). III.2.1.- Errónea interpretación del art. 23 LCT. Sostiene que a los efectos de analizar la errónea interpretación del art. 23 LCT resulta menester remitirse a cuestiones de hecho y de prueba, tal como lo ha expuesto este Superior Tribunal en STJSL-S.J. – S.D. Nº 199/16, en los autos: “GUIÑAZÚ CÉSAR ALEJANDRO c/ GATTO, JOSÉ CARLOS s/ COBRO DE PESOS – LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP. Nº 106641/9.

Punto seguido realiza una serie de consideraciones en torno a lo referido a la interpretación del del art. 23 de la LCT y concluye que La Dra. Estela Inés Bustos, sólo para resolver este caso (ya que para los restantes como se probará aplicó la tesis amplia) adhiere a la tesis restringida en torno a la interpretación de la norma en análisis cuando en todos sus fallos a adoptado la tesis contraria.

Considera que siempre que una persona humana preste servicios a otra podrá presumirse que se está ante un contrato de trabajo, pudiéndose probar lo contrario. La regla es presunción de laboralidad y la independencia en la prestación de servicios deberá ser probada.

Agrega que si la Excma. Cámara de Apelaciones se ha encuadrado en este caso dentro de la tesis restringida (el trabajador debe probar los servicios dependientes) el actor ha cumplido acabadamente con lo que “hipotéticamente” le exigía la norma legal y ha acreditado en los términos del art, 4 y 21 LCT la dependencia laboral resulta altamente llamativo el parágrafo que 19º del punto II del voto de la Dra. Estela Inés Bustos que sostiene: “Esto por cuanto, si bien de la testimonial rendida por ambas partes, surge que el actor, sin habitualidad, sin horarios pre-establecidos condujo un auto blanco, Chevrolet que estaba afectado al servicio de remisería. Empero también se desprende que Talquenca y Calderón eran los choferes de ese mismo auto y que ocasionalmente eran reemplazados por Fernández, de lo que, según afirma, surge que era el demandado quien aportaba los medios y herramientas de trabajo, era el propietario del vehículo que manejaban tres personas, y Fernández, sólo aportaba su trabajo”.
Por otro lado, afirma que la demandada no ha cumplido con la carga de la prueba y a razón de ello, V.S. deberá hacer efectiva la presunción en su contra y que lo que es más grave aún, es que la Dra. Estela Inés Bustos, con su fallo, está favoreciendo una defraudación impositiva, ya que reconocido que existía un contrato de locación de vehículo, el Sr. Depascuale debió acompañar las facturas que emitió como comprobante de los pagos realizados

Advierte que, aplicando la tesis amplia, probado el “hecho de la prestación de servicios”, como siempre lo ha hecho la Dra. Estela Inés Bustos (salvo en este caso) se vuelven operativas otras normas que la magistrado ha omitido aplicar.

Bajo el punto III.3.- CUANDO SE PERSIGA LA UNIFICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA CONTRADICTORIA DE LAS CÁMARAS DE APELACIONES (art. 286 inc.c CPC y C) expone que la Dra. Estela Inés Bustos en el R.L. LABORAL Nº 20/2019, adopta para fundar su resolución la tesis restringida de interpretación del art. 23 LCTy que con ello, se contrapone a su propia jurisprudencia y a la del resto de las Cámara de Apelaciones, razón por la cual resulta menester que V.E. unifique la jurisprudencia.

Señala que la Excma. Cámara de Apelaciones Nº 2 de la ciudad de San Luis en un reciente fallo, se enrola en la tesis amplia de la interpretación del art. 23 LCT en autos "ZABALETA MIGUEL ÁNGEL c/ SOSA ROMAN LEANDRO S/ TRABAJO NO REGISTRADO DESPIDO INDIRECTO. 384." EXP 297821/16, R.L. LABORAL Nº 25/2019 de fecha dieciocho días de marzo de dos mil diecinueve.
2) Que ordenado el traslado de rigor en fecha 21/04/19, mediante ESCEXT N° 11424313, la contraria contesta el mismo y solicita su rechazo.

Como fundamento de ello expone que el recurrente no ha logrado rebatir en forma concreta y razonada los fundamentos vertidos por la Excma. Cámara de Apelaciones, incurriendo en un mero desacuerdo del enfoque adoptado por el Tribunal de segunda instancia, que según su criterio resultan equívocos, siendo sus argumentos una descalificación del pronunciamiento como acto jurisdiccional válido y que el tribunal sentenciante, POR UNANIMIDAD, entendió que, de la prueba aportada por la parte actora, no surgió ni se acreditó que entre el Sr. Fernández (parte actora) y el Sr. Depascuale (parte demandada) haya existido relación laboral alguna.

3) Que en fecha 13/08/19, mediante actuación N° 12227879, el Sr. Procurador General emite su dictamen donde propicia el rechazo del recurso.

Sostiene que los argumentos de la casación se dirigen a reeditar cuestiones de hecho y prueba, ajenas a la vía extraordinaria intentada, la que debe circunscribirse a errores “in iudicando” en los que hubiere incurrido el Tribunal.
4) Que, en el análisis de la cuestión traída a estudio, cabe señalar de modo preliminar que el recurso de casación constituye una vía de impugnación extraordinaria por la que se denuncian ante el Máximo Tribunal fallas en la interpretación y aplicación de derecho, y se busca que la Corte declare cual es el correcto derecho aplicable, esto es, cuál es, en definitiva, la solución que corresponde dar al caso sometido a decisión de los tribunales. (Cfr. Morello Augusto M. Sosa, Gualberto L. y Berizonce Roberto O. Códigos Procesales en lo Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires y de la Nación. Comentados y anotados, Plantense - Abeledo-Perrot, Buenos Aires, 1988, t. III, pág. 493).

En efecto, el medio impugnativo intentado solo tiene viabilidad en el caso que exista un “motivo legal (o causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por la ley. Por ello puede acotarse que su objeto es de delimitación restringida, pues está ceñido por dos elementos fundamentales, a saber: a) debe tratarse de una misma cuestión sobre la que versa el proceso principal, como sucede en todo recurso; y b) siendo esa vía extraordinaria, no puede referirse a la integridad del asunto ventilado en el juicio, vale decir que es preciso realizar una delimitación del tema recursivo.” (Cfr. Hitters, J.C. “Técnica de los recursos extraordinarios y de la casación”, 2ª. Edición, Librería Editora Platense. p. 213).

Este Alto Cuerpo tiene establecido jurisprudencialmente que, para la procedencia del recurso de casación, se debe alegar sobre la correcta interpretación legal, indicando en modo claro y preciso la forma que se ha violado la ley invocada en el fallo y cuál es la interpretación correcta; circunstancia que si no se cumplimenta en autos, el recurso en estudio debe ser rechazado (Cfr. Fallos STJSL “Bustos de Molina Rosa Isabel c/ Farmacia El Cóndor scs. y/o sus integrantes y/o P. Soria y/o José Beltrán Belletini y/o quien res. resp. – Despido - C. de Pesos- Recurso de Casación”, 14/12/2010).

Cuando el art. 287 del CPC y C. impone que el recurso deberá encuadrarse en alguna de las causales que enumera, significa que en el escrito de interposición debe hacerse alusión a cuál de las causales previstas se refiere, como condición necesaria para que pueda entrarse al tratamiento de la irregularidad que se pretende subsanar. 

Ello es así porque la interposición del recurso de casación y los fundamentos que contenga fijan la propia competencia del Superior Tribunal, por lo que si no se ha fundado debidamente, no habrá recurso deducido. 

5) Sentado lo anterior, adelanto que coincido con el dictamen del Procurador General por el que se propicia el rechazo del recurso de la casación por improcedente, en razón de que el recurrente no ha demostrado el error en la aplicación o interpretación de la norma que alega, es decir que no cumple con lo preceptuado por el art. 286 del Código Procesal, advirtiéndose que los agravios expresados se fundan en cuestiones referidas a la valoración probatoria que efectúa el Tribunal, cuestión ajena a la vía extraordinaria, pues versa sobre temas extraños a la instancia de excepción. Que el agravio referido a la falta de aplicación del derecho, alegando la falta de subsunción legal resulta improcedente.

En lo que se refiere al segundo agravio, aplicación de la tesis restrictiva, se debe señalar que la parte actora alega que se ha dejado de aplicar la presunción del art. 23 de la LCT, referida a que el hecho de la prestación de servicios hace presumir la existencia de un contrato de trabajo, y la Excma. Cámara, en el fallo impugnado revocó la sentencia de primera instancia, al considerar que, conforme la prueba rendida en autos, no se probó este vínculo, lo cual obsta a la operatividad de la presunción establecida en el art. 23 de la Ley de Contrato de Trabajo. 

Como ya se señalara ut supra, no se debe olvidar que la presunción contenida en el art. 23 de la Ley de Contrato de Trabajo, es una presunción iuris tantum, es decir, que si bien dicha norma crea una presunción a favor del trabajador, en el sentido de que la sola prestación de tareas hace presumir la existencia del contrato de trabajo, está a cargo del accionante demostrar el cumplimiento efectivo de la prestación durante todo el período reclamado, máxime cuando ello ha sido expresamente desconocido por el demandado.

En este caso, la Excma. Cámara ha considerado que de las pruebas rendidas en la causa no tienen la suficiente entidad para hacer valer dicha presunción.

Con relación al agravio referido en el punto III DE UNIFICACIÓN DE JURISPRUDENCIA el mismo tampoco resulta procedente, toda vez que no surge de la causa dicha contradicción.

En efecto, tal como se dijo en STJSL-S.J. – S.D. Nº 051/16 LOVERA VEGA, JAVIER c/ PLÁSTICOS DEL COMAHUE S.A.  s/ ACCIDENTE O ENFERMEDAD LABORAL – RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX Nº 186430/10 “…el inc. c) del art. 287, exige la contradicción entre las distintas cámaras, porque la distinta solución dada por un mismo tribunal respecto de casos análogos puede deberse a un legítimo cambio de criterio del tribunal, lo que no constituye materia casatoria.”. Ello determina que es función de este Alto Cuerpo, bregar por la seguridad jurídica y evitar que los criterios dispares, fijados por las distintas Cámaras de Apelaciones, atenten contra la misma y provoquen incertidumbre en el justiciable.

Más allá de lo dicho no se advierte la contradicción en el caso sometido a estudio, toda vez que conforme surge de la sentencia la relación laboral no ha sido acreditada, por lo que la presunción no puede operar. 

Por último, corresponde destacar que es criterio de este Superior Tribunal, que: “Si de la lectura del recurso de casación se advierte que se plantean cuestiones de naturaleza esencialmente probatoria; estas son ajenas a la Casación según pacífico criterio de este Alto Cuerpo, puesto que la finalidad institucional de este carril impugnatorio busca el cumplimiento de la ley, la unificación de la interpretación del derecho y por ende debe aprehender los hechos como vienen relatados por los jueces de grado. La casación no es una tercera instancia y no está en la esfera de sus poderes valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara porque este recurso se concede solamente contra la sentencia cuya injusticia provenga de un error de derecho, excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio”. (Cfr. STJSL-S.J. N° 57/11. “TESTA, NÉSTOR y OTROS c/ NUÑEZ, OSVALDO DANIEL y OTROS - ACCIÓN de AMPARO - RECURSO de CASACIÓN”, del 22/06/11).

En definitiva, el recurso se funda en la mera discrepancia con la valoración y apreciación de la prueba realizada por los Sres. Camaristas en ejercicio del art. 386 del CPC y C., y no procura definir el “error de derecho” que requiere la vía casatoria intentada, para su tratamiento. 

Se ha sostenido que: “La fundamentación del recurso exige la demostración del error jurídico que se le atribuye a la sentencia, no siendo tema de la vía casatoria cuestiones referidas a normas procesales (facultades ordenatorias del proceso art. 36 y límites a los poderes del Tribunal de Alzada, art. 277), en virtud de lo expresamente establecido por el art. 288 del C.P.C.; como así tampoco la "constitucionalidad o no" de la Ley de Riesgos de Trabajo, ni la arbitrariedad en la decisión cuestionada, toda vez que existe otro recurso específico (y en trámite) para ventilar dichas cuestiones” (“Rivadeneira, Miguel Ángel vs. Sagema S.A. s. Daños y perjuicios - Recurso de casación” STJSL-S.J. N° 7/08 fecha 31/07/08. Sumarios Oficiales Poder Judicial de San Luis). 

Se ha dicho que en la casación se debe expresar clara y concretamente cual es el error “in iudicando” que se le imputa, con el agregado de que se ha de citar de igual manera la ley inaplicable, aplicable o infringida, expresando en qué consiste su infracción o inaplicabilidad, ya que “es insuficiente el recurso en el que no se exprese en qué concepto existe inaplicabilidad de la ley que se impugna; o en el que se omita precisar en qué sentido se habría aplicado erróneamente la ley que se invoca; etcétera”. En tal sentido, Manuel Ibáñez Frocham – Tratado de los Recursos en el Proceso Civil – Doctrina, Jurisprudencia y Legislación comparada – Ed. La Ley - pág. 324.

También se ha sostenido que asumir facultades de los tribunales de mérito, es crear una tercera instancia ordinaria. No puede pretenderse que por el recurso de casación se llegue a este punto con el fin de reditar la justicia material de los Tribunales de grado sino “el restablecimiento del imperio de la ley, y lleva por consiguiente una función pública con prescindencia de los intereses de las partes” (STJSL, “Romero Roque Daniel-Recurso de Casación”, 29/11/05- STJSL-S.J. – S.D. Nº 035/17. CAMARGO, JORGE VALENTÍN c/ POZO CARLOS ALBERTO y OTROS - DEMANDA LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP Nº 139704/7.) “... esta excluido del control de la Corte de casación el ejercicio de los poderes discrecionales del juez de mérito, siempre que sean ejercidas dentro de los límites de la autorización legal” (DE LA RÚA FERNANDO – RECURSO DE CASACIÓN, p. 312).

Por ello, advirtiendo el incumplimiento por parte del recurrente de los recaudos exigidos a los fines de la fundamentación de la casación, y en concordancia con lo dictaminado por el Sr. Procurador General, corresponde rechazar el mismo. 

Por lo expuesto supra, VOTO a esta cuestión por la NEGATIVA.
Las Señoras Ministros, Dras. CECILIA CHADA y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. ANDREA CAROLINA MONTE RISO y votan en igual sentido a estas QUINTA y SEXTA CUESTIÓN.
A LA SÉPTIMA CUESTIÓN, la Dra. ANDREA CAROLINA MONTE RISO, dijo: Que, en consecuencia, corresponde rechazar el recurso de casación articulado. ASÍ LO VOTO.
Las Señoras Ministros, Dras. CECILIA CHADA y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. ANDREA CAROLINA MONTE RISO y votan en igual sentido a esta SÉPTIMA CUESTIÓN.
A LA OCTAVA CUESTIÓN, la Dra. ANDREA CAROLINA MONTE RISO, dijo: Costas al recurrente vencido. ASÍ LO VOTO.
Las Señoras Ministros, Dras. CECILIA CHADA y LILIA ANA NOVILLO, comparten lo expresado por la Sra. Ministro, Dra. ANDREA CAROLINA MONTE RISO y votan en igual sentido a esta OCTAVA CUESTIÓN.
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Señores Ministros, la sentencia que va a continuación. 

San Luis, dieciséis de octubre de dos mil veinte.

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el recurso de inconstitucionalidad interpuesto.
II) Costas a la recurrente vencida.
III) Rechazar el recurso de casación articulado. 
IV) Costas al recurrente vencido. 

REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por las Sras. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dras. LILIA ANA NOVILLO, ANDREA CAROLINA MONTE RISO y CECILIA CHADA en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.  
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